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INTRODUCCION 

 

     El objetivo esencial del sistema de administración de justicia es resolver los conflictos 

que, como consecuencia de la inevitable vida en comunidad, puedan surgir entre los 

individuos o entre estos y el Estado. Esta función, considerada como una de las 

atribuciones fundamentales del Estado, ha sido tradicionalmente confiada al Poder 

Judicial. En un Estado de Derecho, este poder debe ejercerla de manera imparcial, es 

decir sin consideración a cualquier otro estimulo que no sea el sometimiento exclusivo al 

imperio de la ley. De esta exigencia deriva el postulado de la independencia judicial. 

 

     Esta noción ha sido tradicionalmente considerada como uno de los aspectos más 

importantes del Poder Judicial. Con respecto a ella se han hecho afirmaciones numerosas 

y la mayoría de las veces de carácter esencialmente filosófico (en ambos casos, incluso 

en forma bastante superficial); faltan, en cambio, datos empíricos que las sustenten y un 

replanteamiento más riguroso y adecuado del tema. Sin embargo, existen actualmente 

datos suficientes para alimentar la reflexión teórica sobre este problema y la elaboración 

de políticas de acción en este campo
1
. 

 

     Pese a la importancia acordada a la noción de independencia judicial, y no obstante las 

afirmaciones concordantes según las cuales los países latinoamericanos se caracterizan 

por la falta de autonomía de sus sistemas judiciales, raramente se indican y se analizan el 

significado real y el alcance de dicho concepto, de tal forma que este se considera como 

una evidencia. 

 

     Las preguntas-clave que pueden formularse para una indagación en la materia serían, 

entre otras, las siguientes: ¿por qué existe la independencia judicial?, ¿de quién o de 

quiénes es independiente el juez?, ¿qué consecuencias- jurídicas, políticas- produce la 

ausencia o las restricciones de este principio?, ¿qué mecanismos la hacen efectiva y real? 

 

     Quizás esta carencia conceptual se deba a las dificultades que rodean la "medición" de 

la noción que aquí se estudia. En efecto, los jueces pueden ser independientes en 

determinados aspectos relacionados con el ejercicio de su misión y dependientes en otros. 

Además, un mismo juez puede ser independiente durante cierto período de tiempo y, más 

tarde, dejar de serlo por diversas circunstancias
2
. En otro orden de ideas, si se utiliza a la 

opinión pública como criterio de medida de la independencia judicial, aquella puede 

cambiar por diversas razones, a menudo por consideraciones ideológicas
3
. Por otra parte, 

un sistema judicial dependiente no constituye necesariamente el corolario de un régimen 

político autoritario
4
. Finalmente, la noción clásica de independencia judicial no tiene el 

mismo significado en Cuba, cuyo sistema político-judicial está inspirado en el modelo 

soviético, según el cual no se concibe la separación de poderes, que en los demás países 

latinoamericanos
5
. 



     Existen, sin embargo, diversas tentativas orientadas a medir la independencia judicial 

de los países de América Latina. Una de ellas se debe al profesor Johnson, quien, para 

evaluar el grado de democracia existente en la región, remitió un cuestionario de 15 

preguntas (una de ellas relacionada con la independencia judicial) a un grupo selecto de 

científicos sociales de la región; el sistema judicial de Costa Rica recibió las cotas más 

elevadas y el de Haití las más bajas
6
. En México, el análisis efectuado por González 

Casanova de 3.700 decisiones de amparo dictadas por la Corte Suprema entre 1917 y 

1960 demostró cierto grado de independencia de dicha institución judicial
7
. Finalmente, 

el profesor Schwarz realizo una comparación entre 108 casos de amparo juzgados por la 

Corte Suprema de México y los casos de babeas corpus juzgados por la Corte Suprema 

de los Estados Unidos decididos en favor del partido opositor
8
. Todas estas 

investigaciones adolecen, sin embargo, de serios defectos metodológicos
9
. 

 

     Como otros grandes principios (por ejemplo, la gratuidad de la justicia o la protección 

de las libertades fundamentales), el de la independencia judicial suele estar inscrito en 

forma de declaración general y solemne en las constituciones de los países democráticos; 

otras normas de inferior categoría (leyes orgánicas, códigos, etc.) precisan su significado 

y alcance. Los países latinoamericanos suelen seguir este modelo. 

 

     Las fórmulas utilizadas en los textos supremos consisten en una simple declaración 

formal, según la cual el Poder Judicial sólo esta supeditado a la Constitución y a la ley
10

, 

o en una serie de medidas destinadas a garantizarla mediante la protección de la 

imparcialidad de las decisiones judiciales (no injerencia de otros poderes en las 

decisiones judiciales, monopolio de la potestad jurisdiccional, motivación de las 

resoluciones judiciales y requerimiento de una audiencia pública) o de la independencia 

personal del juez (imposibilidad de disminuir las remuneraciones judiciales, atribución de 

un porcentaje determinado del presupuesto nacional al Poder Judicial, estabilidad en el 

cargo, métodos de selección y nombramiento, prohibición de desplazamientos por 

razones ideológicas, interdicción de ejercer otra actividad remunerada e inmunidad 

judicial).
11

 

 

     Según la doctrina, la independencia judicial se manifiesta en diversos planos. En el 

plano externo, se traduce por la autonomía del Poder Judicial en materia económica y por 

la inamovilidad de su personal, así como, en lo funcional, por la posibilidad real de tomar 

sus decisiones de acuerdo con criterios propios y no como resultado de presiones 

procedentes de determinados grupos, instituciones o personas. En el plano interno, la 

independencia consiste en la autonomía de que deben gozar en sus decisiones las 

instancias judiciales inferiores con respecto a las de rango superior. Además, en un 

Estado de Derecho, la otra cara de la independencia es la responsabilidad del personal 

judicial, así como el control sobre sus actividades. 

 

I. LA INDEPENDENCIA EXTERNA 

 

     Desde un punto de vista teórico, la noción de independencia externa está íntimamente 

relacionada con el principio clásico de la separación de poderes, el cual condiciona en 

gran parte la aplicación efectiva de los demás indicadores que caracterizan esta 



modalidad de independencia (inamovilidad de jueces y magistrados; presupuesto del 

Poder Judicial y sueldos de los principales funcionarios; presiones, amenazas y 

corrupción en el aparato de justicia). Lo anterior plantea, además, el tema del papel 

-técnico o político- del juez. 

 

A. La separación de poderes 

 

Desde hace más de dos siglos se invoca con éxito la teoría según la cual los poderes del 

Estado se manifiestan en tres ramas que se contrapesan mutuamente: un poder que 

legisla, otro que administra y otro que juzga (tanto los conflictos entre los ciudadanos 

como los posibles excesos de los otros dos poderes). Ahora bien, para que un poder 

pueda contrapesar al otro, debe ser autónomo con respecto a él. De este postulado deriva 

la idea de autonomía o independencia del Poder Judicial, que ha de ser considerada sobre 

todo en su dimensión política, por ser esta la que diferencia y aglutina a quienes pugnan 

por ejercer el poder. Por consiguiente, sólo la apoliticidad del Poder Judicial puede 

preservarlo de la autonomía de que necesariamente debe gozar
12

. Estos dos principios 

-apoliticidad y autonomía- se traducen en el clásico silogismo judicial, según el cual la 

premisa mayor es la ley, la menor el hecho que se juzga y la consecuencia la decisión  

judicial. 

 

     Empero, si bien la referencia exclusiva a la ley puede representar una importante 

garantía de la independencia judicial, también puede llevar a los jueces a un aislamiento 

cuestionable de las realidades sociales, que generalmente constituyen el telón de fondo 

donde se situar los conflictos que los tribunales deben resolver y que en la mayoría de los 

casos los explican. 

 

     De esta manera, el Poder Judicial se encuentra ante una paradoja de gran 

trascendencia. Para ser autónomo, el juez debería ser apolítico, pero, por otra parte, para 

cumplir satisfactoriamente con su misión, no deberla quedar desvinculado de la socie 

dad y de los numerosos condicionamientos que esta genera. 

 

     Todo esto conduce a la formulación de otra serie de interrogantes fundamentales que 

llevan a un replanteamiento del problema de la independencia judicial: ¿en qué consisten 

específicamente los principios de separación de poderes y de autonomía judicial?, ¿cuales 

son actualmente su significado y alcance?, ¿debe ser el juez, para el mejor cumplimiento 

de sus funciones, un juez "aséptico" o un juez "político"?, ¿es compatible la existencia de 

una jerarquía con la noción de independencia judicial? 

 

Como en otros países, no existe en la estructura político-administrativa de los sistemas 

latinoamericanos una separación total de poderes; basta, para comprobarlo, con enumerar 

las principales atribuciones propias de cada uno de ellos en materia de administración de 

justicia.
13

 

 

     A este respecto, puede observarse que el Poder Ejecutivo -y en particular su principal 

representante, el Presidente o el consejo de ministros ha gozado tradicionalmente en 

América Latina de una supremacía que aún se mantiene
14

. 



 

     La preponderancia del Poder Ejecutivo se manifiesta, además, en ciertos países por el 

hecho de tener bajo su jurisdicción al Ministerio Público, organismo que, en alguna 

manera, representa a dicho poder ante los tribunales (tal es el caso de Honduras y de la 

República Dominicana) y por la existencia de tribunales administrativos y especiales 

(laborales, agrarios, fiscales, militares, de policía, etc.), dependientes del mencionado 

poder
15

; asimismo, en materia legislativa, por el incremento cuantitativo y cualitativo de 

decretos, reglamentos, acuerdos y otros instrumentos similares emanados de dicho poder, 

en detrimento de la actividad legislativa de los parlamentos, donde supuestamente se 

concentra la llamada “voluntad popular”
16

. Obviamente, esta preponderancia se acentuó 

cuando los países están sometidos a dictaduras o a regímenes autoritarios. 

 

     Los ejemplos de subordinación del Poder Judicial con respecto al Ejecutivo, 

frecuentemente ejercido porros militares, son numerosos en la historia pasada y presente 

de la gran mayoría de los países latinoamericanos, por lo que nos limitaremos a describir 

con cierto detalle sólo algunos casos significativos, sobre todo los ocurridos en países que 

han efectuado en los últimos años un retorno a la democracia. 

 

     Una primera categoría de ejemplos y, al mismo tiempo, una de las formas más 

frecuentes de intervención de los regímenes militares de facto con respecto al Poder 

Judicial concierne la abolición formal de la independencia judicial. En Uruguay, por 

ejemplo, los militares promulgaron en 1977 un Acto Institucional que abolla la 

independencia del Poder Judicial, dejándole a la merced del Poder Ejecutivo, y transfería 

las funciones administrativas de los tribunales al Ministerio de Justicia
17

. En Cuba, la Ley 

de Organización del Sistema Judicial de 1973 subordinaba el Poder Judicial al Consejo 

de Ministros; la Constitución de 1976 (Art. 122) y la Ley de Organización del Sistema 

Judicial de 1977 establecen que los tribunales del país están jerárquicamente 

subordinados a la Asamblea Nacional y al Consejo de Estado
18

. Finalmente, en Panamá, 

después del golpe militar de 1968, el Estatuto de Gobierno Provisional (con categoría 

superior a la Constitución) supeditaba todos los poderes del Estado y, por consiguiente, el 

Poder Judicial a las Fuerzas Armadas
19

. 

 

     La transferencia de jurisdicción de los tribunales ordinarios a tribunales militares o 

especiales constituye una segunda serie de ejemplos de injerencia del Poder Ejecutivo 

con respecto al Poder Judicial. Así, en Brasil, el Acto Institucional n. 2 de 1965 establecía 

que los civiles acusados de delitos contra la seguridad nacional serían juzgados por 

tribunales militares, y el Acto Institucional n. 5 de 1968 declaraba inaplicable el 

procedimiento de hábeas corpus a los casos de detenciones ordenadas por delitos contra 

la seguridad nacional, el orden social y económico y la economía popular. En otros países 

Argentina, Colombia, Cuba, Chile, El Salvador, Guatemala y Uruguay, se han creado 

tribunales especiales para juzgar a los acusados de participación en actividades 

subversivas; en la mayoría de los casos, el procedimiento seguido ante tales 

jurisdicciones solía ser expeditivo, sin las garantías fundamentales ordinarias y concluía 

con la aplicación de penas severísimas y, en numerosos casos, con la pena de muerte
20

. 

En Nicaragua, han existido tribunales de excepción desde 1979, y, en 1983, se crearon 

tribunales populares antisomocistas, competentes para juzgar los actos de guerra y los 



“delitos contra la humanidad", coya composición y procedimiento no garantizaban un 

juicio imparcial y equitativo; estos tribunales fueron suprimidos en enero de 1988, fecha 

en que se restableció la competencia general de los tribunales ordinarios para cualquier 

clase de delitos, aunque todavía los participantes en manifestaciones publicas son 

juzgados por tribunales de policía, los cuales no forman parte del sistema judicial sino 

que estén adscritos al Ministerio del Interior, y pueden imponer sanciones de hasta seis 

meses de prisión después de un juicio caracterizado por la ausencia de las principales 

garantías fundamentales
21

. Más recientemente, Bolivia
22

 y Colombia
23

 han creado 

tribunales especiales para la lucha contra el narcotráfico. 

 

     Finalmente, otra serie de ejemplos concierne al mismo tiempo la injerencia en materia 

judicial del Poder Ejecutivo y las consecuencias que para la independencia judicial 

supone la falta de cooperación de las autoridades publicas en el descubrimiento de los 

hechos delictivos y en la compilación de los elementos de prueba. 

 

     Así, en Guatemala, antes de 1986, los recursos de hábeas corpus presentados ante el 

Poder Judicial eran bloqueados sistemáticamente por las autoridades militares que, 

además, impedían la inspección de los centros de detención donde se pensaba estaban 

detenidas las personas "desaparecidas". En abril de 1984, el Presidente de la Corte 

Suprema, Ricardo Segastume Viadaurre, fue destituido de su cargo por haberse opuesto a 

las autoridades militares y policiales con respecto a la situación de numerosas personas 

detenidas sin mandato judicial; 14 magistrados de dicha Corte, así como otros 

funcionarios judiciales, se solidarizaron con el Presidente, renunciando a sus funciones. 

Su sucesor, Tomás Baudillo Navarro Bates, también tuvo que enfrentarse con numerosas 

obstrucciones de las autoridades antes citadas
24

. Ante la inminencia de las elecciones 

libres que debían dar la victoria al Presidente Cerezo, y poco antes de su salida, el 

Coronel Mejía Victores proclamó una amnistía para todas las personas acusadas de haber 

cometido delitos políticos y comunes conexos durante el período comprendido entre el 23 

de marzo de 1982 y el 14 de enero de 1986, lo que descartaba toda posibilidad de 

procesar a los responsables, cómplices y encubridores de ejecuciones extrajudiciales, 

torturas y "desapariciones"
25

. 

 

     La situación es similar en otros países del área. En El Salvador, el 43% de los juicios 

intentados contra miembros de las fuerzas armadas y de seguridad por violaciones de 

derechos humanos no han podido llevarse a cabo por incomparecencia de los jurados, y 

los militares y policial condenados por tales infracciones han sido liberados como 

consecuencia de una amnistié general decretada en octubre de 1987, en aplicación del 

Acuerdo de Paz para América Central; se atribuye esta "incapacidad" del aparato judicial 

al temor de represalias contra jueces, abogados, testigos y miembros del jurado
26

. En 

Honduras, las acusaciones efectuadas ante la jurisdicción ordinaria contra los 

responsables de violaciones de derechos humanos son rarísimas y se han llevado a cabo 

sobre todo ante tribunales militares
27

; incluso en el caso de la muerte del magistrado de la 

Corte Suprema, Mario Reyes Sarmiento, ocurrida en Tegucigalpa en 1987, cuando 

miembros de las fuerzas de seguridad dispararon contra su vehículo por no detenerse, las 

autoridades militares ordenaron el traslado de los responsables a un centro militar y 

reclamaron que se les aplicara la jurisdicción castrense, sin que sirviera de nada la 



presencia en el lugar de los hechos del propio Presidente de la Corte Suprema, quien 

ordenó la detención de los supuestos autores y su traslado a la Penitenciaría Central, ni 

las protestas vehementes del Colegio de Abogados
28

. En Nicaragua aunque el gobierno 

sandinista inculpó a varios miembros de las fuerzas militares y policiales por tales 

infracciones, los casos más graves han quedado impunes o dado lugar a sanciones leves
29

. 

Finalmente, en Chile, los tribunales se han abstenido sistemáticamente de considerar las 

querellas presentadas por las víctimas de los delitos antes mencionados o por sus 

familiares, asistiéndose además a la pasividad, no sólo de militares y policías, sino 

también de la Corte Suprema, la cual ordenó que se cerrasen las investigaciones sobre las 

personas "desaparecidas" entre 1973 y 1977
30

. 

 

     Frente a estos casos de sumisión, el Poder Judicial colombiano se ha destacado, aún en 

un contexto de grandes dificultades (violencia, narcotráfico, estado de sitio casi 

permanente), por sus esfuerzos de independencia. Entre otros ejemplos, pueden citar 

se las decisiones de la Corte Suprema declarando inconstitucionales: el procedimiento 

propuesto por el Presidente López Michelsen y aprobado por el Congreso para la reforma 

constitucional de 1976, orientada a fortalecer aún más al Ejecutivo y a asimilar a la 

justicia ordinaria los métodos de la jurisdicción penal militar; el intento efectuado por el 

Presidente Turbay Ayala, en 1979, para reducir la autonomía del Poder Judicial, 

colocándolo bajo sus ordenes directas a través del Consejo Superior de la Judicatura y de 

la Fiscalía General de la Nación; en 1982, el decreto del Presidente Betancur, el cual 

estableció la emergencia económica; en 1985, el artículo 1o de la Ley No. 2 de 1984, la 

cual atribuía funciones jurisdiccionales a las autoridades de policía; y en 1987, el tratado 

de extradición firmado en 1979 con los Estados Unidos, así como la creación de un 

tribunal especial para investigar y juzgar delitos políticos
31

. 

 

     Se han propuesto diversas tipologías de los países latinoamericanos según las 

variaciones que se observan en ellos con respecto a la dependencia o independencia del 

Poder Judicial. Una de ellas los divide en países: 1) activistas-independientes (Costa 

Rica); 2) activistas-atenuados (Chile, Uruguay); 3) estables-reactivos (México); 4) 

complacientes-reactivos (Brasil, Argentina, Colombia, Venezuela); 5) minimalistas 

(Bolivia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Panamá, Perú); y 6) persona 

listas (Cuba, Nicaragua, Paraguay, República Dominicana)
32

. Según otra tipología, Costa 

Rica posee el Poder Judicial con mayor independencia, mientras que los poderes 

judiciales de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, México, Perú y Venezuela 

están sujetos a diversas injerencias del Poder Ejecutivo, y los de Guatemala, Honduras, 

Panamá, Paraguay y Uruguay se caracterizan por su total dependencia con respecto a 

dicho Poder
33

. 

 

     Entre los factores que pueden explicar la dependencia estructural del Poder Judicial 

con respecto al Ejecutivo figuran los siguientes: 1) una larga tradición autoritarismo y de 

preponderancia del Ejecutivo; 2) la inestabilidad política de los países del área; 3) las 

características del Derecho que en ellos se aplica, sobre todo su enfoque dogmático, así 

como la función tradicional asignada a los jueces, según la cual estos son simples 

ejecutores de la ley y no creadores del Derecho; 4) una estructura judicial compleja; 5) la 

poca práctica de la declaración de inconstitucionalidad de ciertos actos de los poderes 



Legislativo y Ejecutivo; 6) la escasa base popular de las cortes supremas y del sistema 

judicial en general; 7) el sistema de nombramiento, promoción y remoción de jueces y 

magistrados; 8) la escasa vida y la constante violación de las constituciones, instrumentos 

legales que teóricamente garantizan la autonomía del Poder Judicial (desde la 

independencia, ha habido 267 constituciones en el conjunto de los países 

latinoamericanos, es decir, un promedio de 13,4 por país); y 9) la corrupción endémica 

dominante en la mayoría de los sistemas judiciales del área
34

. 

 

     Teniendo en cuenta lo anterior, así como la doctrina prevaleciente, según la cual la 

independencia judicial debe considerarse como una de las consecuencias más importantes 

del principio de separación de poderes
35

, parece necesario indagar sobre el significado 

actual de estas dos nociones. Con esta finalidad, vale la pena recordar, aunque sólo sea a 

grandes rasgos, las condiciones histéricas que las originaron así como los espacios 

geográficos en que se manifiestan, lo que permite apreciar el diverso enfoque que a estos 

conceptos han dado y dan aún las familias jurídicas del derecho consuetudinario 

(common law) y del derecho continental europeo (de inspiración romano-canónica), del 

que forman parte los sistemas latinoamericanos
36

. 

 

     Aunque en ambas familias la idea de independencia judicial surge como reacción a la 

prepotencia del poder señorial o real del "antiguo régimen", en Inglaterra se manifiesta 

por lo menos un siglo antes que en el resto del continente europeo; el Act of Settlement, 

por el que se declara la inamovilidad de los jueces británicos, fue promulgado en 1701
37

, 

sin que desde entonces este principio haya sido cuestionado, mientras que en Francia 

habré que esperar la Revolución de 1789 para que desaparezca el sistema de venalidad y 

transmisión por herencia de los cargos judiciales, siguiendo empero durante bastante 

tiempo las pugnas entre el Poder Judicial y los demás poderes. 

 

     La diferencia entre estos procesos históricos constituye un importante elemento de 

explicación de las divergencias fundamentales existentes entre estas dos familias 

jurídicas. Total independencia del sistema judicial con respecto a cualquier posible 

control por parte del Poder Ejecutivo en Inglaterra (y más tarde en el resto de los países 

de common law); vinculación estrecha a lo gubernamental en Europa continental. Poder 

confiado a una jurisdicción única, personalizada en la Corte Suprema en el primer caso; 

diversidad de jurisdicciones (judicial, administrativa, laboral, constitucional, electoral, 

militar, etc.), originada por la desconfianza hacia el Poder Judicial en el segundo
38

. Juez 

creador y "depositario" del Derecho, censor y guardián de los derechos individuales y de 

la legalidad, figura poderosa, influyente y de gran prestigio social en el primer caso; "la 

boca de la ley", según palabras de Montesquieu, una especie de "funcionario 

especializado" o de "burócrata distinguido, pero al servicio de la administración, en el 

segundo
39

. 

 

     La diferencia aparece también en el plano de la imagen que el ciudadano medio tiene 

de cada sistema jurídico. En Gran Bretaña, el 61% de los entrevistador en 1963 pensaba 

que los jueces eran totalmente independientes del poder político, mientras que en Francia 

dicho porcentaje era de sólo el 9% en 1975 (un 34% estimaba que los jueces eran 

“relativamente" independientes y otro 34% que no lo eran "en absoluto"), y en España 



únicamente el 11% de los entrevistador en 1988 pensaba que los jueces del país eran 

totalmente independientes (un 30% que lo eran "básicamente", un 31% que no eran “muy 

independientes” y un 14% que eran "muy poco independientes"). Interpretando estos 

datos, Toharia atribuye esta percepción relativamente negativa de la independencia 

judicial en Francia y España menos a una voluntad consciente y “perversa” del gobierno 

de controlar al Poder Judicial que al reconocimiento de la dependencia de este con 

respecto a aquel, ya que el juez es un funcionario del Estado y que los tribunales forman 

parte de la maquinaria estatal
40

. 

 

     El juez anglosajón es una institución clave tanto en la esfera privada de la vida social 

como en la pública. Entre sus amplias atribuciones figura la de decidir acerca de la 

constitucionalidad de las leyes, lo que le da la posibilidad de fijar cierta manera la 

orientación política de los poderes públicos. Esta situación puede llevar, sin embargo, a 

acordar excesivos poderes al organismo judicial, en detrimento de dos otros dos. En los 

Estados Unidos se habla incluso del "gobierno de los jueces", refiriéndose con ello a los 

amplios poderes de que goza la Corte Suprema del país en lo que respecta a la 

interpretación de la Constitución. No obstante, otra importante característica del sistema 

jurídico norteamericano es el ejercicio de cierto autocontrol por parte de dicho tribunal, 

en aplicación del principio del necesario equilibrio que debe existir entre los poderes del 

Estado y de la búsqueda de los intereses superiores del país, lo que supone evidentemente 

una larga trayectoria democrática y un grado elevado de civismo
41

. 

 

     Frente a este sistema, y por las razones antes expuestas, en los países pertenecientes a 

la familia jurídica romano-canónica, el juez "ordinario" no suele tener ningún control 

sobre los actos y decisiones de la administración; dicho control es generalmente ejercido 

por tribunales administrativos o especiales, que suelen ser integrados por miembros no 

pertenecientes a la magistratura ordinaria (por ejemplo, el Consejo de Estado trances o el 

Tribunal Constitucional español). A este respecto, los sistemas latinoamericanos se 

asemejan más al modelo anglosajón (sobre todo norteamericano) que al francés o al 

español. 

 

     Como puede verse, se trata de concepciones y prácticas inspiradas en filosofías que, 

aun cuando presentan puntos comunes, son bastante diferentes en otros. 

 

     Los sistemas de selección, nombramiento, promoción y destitución de magistrados y 

jueces constituyen otro aspecto donde se manifiestan importantes divergencias entre las 

dos familias jurídicas y permiten, al mismo tiempo, una valoración de los métodos más 

idóneos para asegurar la independencia judicial
42

. 

 

     La elección popular, aplicada en numerosos estados norteamericanos así como en 

diversos cantones suizos, favorece tanto la independencia de los jueces con respecto al 

Poder Ejecutivo como el acercamiento de aquellos a los justiciables; sin embargo, 

también los hace dependientes de sus electores y de las posibles transacciones políticas 

entre los partidos, representando por demás un método que, al no garantizar los 

conocimientos jurídicos de los candidatos, puede llevar a que, una vez nombrados, estos 

juzguen según principios de equidad y de sentido común, lo que, siendo en principio 



aceptable, puede prestarse a la arbitrariedad. El sistema de oposición o concurso merece 

elogios, ya que constituye una garantía de preparación técnica y de igualdad de los 

candidatos, y conjura los riesgos de la designación discrecional del personal judicial por 

parte del Poder Ejecutivo; empero, no valora ciertas características importantes de la 

función judicial como son la imparcialidad o la rectitud de los candidatos. 

 

     En un Estado de Derecho, el nombramiento por el Poder Legislativo o por el Poder 

Ejecutivo puede ser considerado como una forma indirecta de designación popular, lo 

cual confiere a este método una alta dosis de legitimidad; en ambos casos, sin embargo, 

sus detractores subrayan la posibilidad de manipulaciones políticas a que este sistema 

puede prestarse. 

 

     Tanto en los países de common law como en los de inspiración romano-canónica, el 

nombramiento de los funcionarios judiciales corresponde en último término al Gobierno. 

Sin embargo, los requisitos de base para proceder a tal nombramiento difieren 

radicalmente. En los primeros, los jueces son escogidos entre abogados o profesores de 

Derecho que poseen una experiencia personal de cierto número de años, así como una 

buena reputación; su independencia queda garantizada por el prestigio y autoridad del 

cargo que se les confía, una excelente remuneración, la ausencia de promoción en la 

jerarquía judicial y la inamovilidad del puesto. En los segundos, los jueces inician una 

verdadera carrera después de haber superado un concurso y pasado cierto tiempo en una 

escuela de formación especializada
43

, gozando en seguida de la independencia que les 

asegura, además de un buen sueldo, ciertas inmunidades y protecciones, así como la 

inamovilidad en el cargo, aunque esta es a veces violada, sobre todo en determinados 

momentos criticas, cuando se plantea la promoción, el traslado a otra jurisdicción o la 

destitución de jueces y magistrados
44

. 

 

     Esto último justifica los recelos que inspira generalmente el método de selección por 

el Ejecutivo en los países pertenecientes a esta familia jurídica. Tal aprensión no parece 

darse en los países de common law, que ofrecen múltiples ejemplos de lo que puede 

constituir una verdadera independencia judicial; así, en los Estados Unidos, bajo la 

presidencia del juez Warren, nombrado por Eisenhower (y quizás por ello considerado 

prematuramente como "reaccionarios”), la Corte Suprema tomó posiciones de carácter 

eminentemente progresista en materia de integración racial, segregación, aborto y pena 

de muerte, y, durante el mandato del juez Burger, dicho tribunal adoptó la resolución de 

ordenar que el Presidente Nixon, quien le había nombrado para este alto cargo, entregara 

al Congreso las grabaciones sobre el caso Watergate, pieza capital para el procedimiento 

del impeachment y la dimisión ulterior del Presidente. 

 

     Es de especial importancia para el tema que se estudia la potestad que en algunos 

países latinoamericanos (sobre todo Panamá) tiene el Ejecutivo de designar a los 

magistrados de la Corte Suprema, ya que son estos quienes a su vez suelen nombrar a los 

demás jueces y ejercen sobre ellos un real poder, en particular en los planos 

administrativo y disciplinario. En cambio, en el caso de los jueces de rango inferior, la 

independencia no presenta este aspecto político relacionado con el principio de la 

separación de poderes, sino que tiene que ver, por un lado, con el concepto de jerarquía y, 



por otro, con la buena imagen que el sistema de justicia y las actividades de sus 

miembros deben transmitir a los ciudadanos. En ambos casos, todo lo referente a 

selección, nombramiento, promoción y destitución del personal de justicia, así como a la 

duración en el cargo plantea los problemas de la inamovilidad del juez (supuesta garantía 

de su independencia) y de la carrera judicial. 

 

     Por supuesto, el Estado no interfiere en todos los ámbitos de actuación del Poder 

Judicial. De hecho, el poder político no suele intervenir en numerosos e importantes 

aspectos de la actividad jurisdiccional (por ejemplo, en la persecución y juzgamiento de 

la mayoría de los delitos). No obstante, puede tener interés en hacerlo cuando se trata de 

otras infracciones de naturaleza diferente (delitos con connotación política), que implican 

a cierto tipo de personas o grupos (delitos de cuello blanco o cometidos por las 

sociedades transnacionales) o ponen en tela de juicio ciertas políticas gubernamentales 

(agraria, económica, social) que les afecta. 

 

     Como puede verse, el principio de separación de poderes no garantiza totalmente una 

independencia judicial completa, la cual parece, por otra parte, poco deseable ya que, de 

existir plenamente, pocha suponer un excesivo poder e incluso la irresponsabilidad de los 

jueces; por esta razón, "independencia y responsabilidad aparecen como dos principios 

instrumentales en la configuración del juez"
45

. Algunos autores señalan, además, el 

carácter inadecuado en las sociedades modernas del típico enunciado por Montesquieu, el 

cual, como consecuencia de los cambios sufridos desde entonces por los tres poderes
46

, 

debe enfocarse más bien desde el punto de vista de la diversificación de funciones y 

atribuciones
47

. Amen de que ciertos contactos entre los tres poderes del Estado son 

deseables e inevitables, sobre todo cuando se trata de determinar la política criminal y 

judicial del país. 

 

     Pese a la relatividad -e incluso al carácter utópico- de este principio de separación de 

poderes, y a su casi inexistencia -o por lo menos su carácter problemático- en América 

Latina, se está ante un requisito indispensable para un mutuo control de la legalidad de la 

actuación de los órganos públicos, principal presupuesto de un Estado de Derecho
48

. La 

historia pasada y reciente de este continente, con sus numerosos ejemplos de golpes de 

Estado y gobiernos de facto y el desprecio que estos siempre han manifestado con 

respecto a la independencia judicial (como lo indican las "puestas en disponibilidad" de 

jueces y magistrados), refuerzan este aserto
49

. 

 

B. La inamovilidad del personal judicial 

 

     La inamovilidad de jueces y magistrados, problema asimismo relacionado con la 

carrera judicial, constituye un segundo e importante aspecto a través del cual se 

manifiesta la independencia judicial. Este principio puede evaluarse a través de los 

métodos utilizados para la selección, nombramiento, ascenso y destitución de jueces y 

magistrados. 

 

     Con respecto a este tema, en si mismo bastante amplio, conviene sobre todo examinar 

los aspectos que catan más estrechamente relacionados con el problema estudiado. En 



este sentido pueden hacerse las siguientes observaciones:
50

 

 

     1. En cuanto a los organismos encargados de nombrar al personal judicial, puede 

anotarse cierta variedad en el sistema de nombramientos, debiendo distinguirse a este 

respecto entre las cortes supremas y los demás tribunales: 

 
     - en lo que atañe a los magistrados de las cortes supremas, el organismo que los designa suele 

ser el Poder Legislativo, aunque existen otras modalidades de nombramiento; 
 

     - en cuanto al nombramiento de los demás jueces, cabe destacar el importante papel que en él 

juega la Corte Suprema; sin embargo, en algunos países son los tribunales superioras quienes 
nombran a los miembros de lea instancias inferiores. 

 

     2. En lo referente al período previsto para el ejercicio del cargo, también se dan 

importantes variaciones entre los países. En lo que respecta a los magistrados de las 

cortes supremas, estos períodos son, por ejemplo, de 10 años en Bolivia, Panamá, 

Uruguay y Venezuela; 8 en Costa Rica; 7 en Cuba; 6 en Nicaragua; 5 en Guatemala y 

Paraguay; y 4 en Honduras y República Dominicana; en Argentina, Brasil, Colombia, 

Chile, México y Perú, el nombramiento se hace en forma vitalicia. 

 

     Aun cuando la casi totalidad de los países del área desconozca la inamovilidad del 

cargo, este objetivo -garantía teórica del principio de independencia judicial- puede 

lograrse en la medida en que, en la práctica, los jueces y los magistrados desempeñan sus 

funciones durante un largo período de tiempo
51

. Por otra parte, la estabilidad en la 

función queda consolidada cuando se considera la posibilidad de la renovación del 

período inicial de nombramiento por otro período similar. Costa Rica sigue siendo un 

país ejemplar a este respecto, ya que los jueces pueden ser reelectos por períodos de 4 

años, siéndolo efectivamente un alto porcentaje de ellos
52

; además, en el caso de los 

magistrados de la Corte Suprema, para no ser reelectos deben votar en contra las dos 

terceras partes del total de los diputados
53

. También Colombia se caracteriza por la 

permanencia de sus jueces en la Rama Jurisdiccional: en promedio, los magistrados 

llevan en ella 14 años, los jueces superiores 13 años, los jueces de menores y de circuito 

10 años, los jueces de instrucción 8 años y los jueces municipales 6 años
54

. 

 

     Pese a que la mayoría de los países latinoamericanos no poseen una carrera judicial 

que la garantice plenamente, la estabilidad en el cargo es todavía posible si los métodos 

de selección y nombramiento del personal judicial se aplican tomando en consideración 

criterios de capacidad profesional, honradez y sentido social de la función (en vez de 

argumentos de amistad, influencia política o soborno); si los períodos establecidos para el 

ejercicio del cargo son suficientemente amplios; y si la reelección, remoción o destitución 

no se deben a caprichos o razones partidistas. 

 

     Con respecto a este último punto, las legislaciones de los países del área prevén 

diversas circunstancias que han de estar presentes para 1a separación del cargo. Las más 

importantes son la edad y cierto tiempo en el ejercicio de la función, aunque asimismo la 

renuncia del juez, su destitución en caso de condena penal o de falta grave en el ejercicio 

del cargo y la muerte. 



 

     Aunque existen ejemplos aislados de aplicación real de este principio (Costa Rica es 

uno de los escasos que pueden mencionarse), la historia de América Latina muestra 

numerosos otros en que tanto el carácter temporal del mandato judicial como la violación 

flagrante de las normas relativas a la remoción, ascenso y destitución de jueces y 

magistrados han sido utilizados con la finalidad de obtener una magistratura dócil
55

. Los 

casos más conocidos al respecto conciernen la destitución de la totalidad de los 

magistrados de la Corte Suprema en Argentina, Brasil, Cuba, El Salvador, Honduras, 

Panamá, Perú y República Dominicana. En Argentina, pese a la garantía constitucional 

del nombramiento vitalicio de tales magistrados, estos han sido reemplazados seis veces 

en los ultimes 30 años (1946, 1957, 1966, 1973,1976 y 1983), tanto por los gobiernos 

peronistas como por las juntas militares. En Brasil, el ejército ha empleado, después del 

golpe militar de 1964, un procedimiento más “respetuoso” de la legalidad para asegurarse 

la mayoría de la Corte Suprema; sin violar el principio de la inamovilidad de los 

magistrados, el gobierno militar aumento el numero de miembros de dicha institución 

judicial (de 11 a 16), nombrando para el cargo a juristas más favorables al nuevo 

régimen. En El Salvador, la junta militar que tomo el poder en 1979 reemplazo la 

totalidad de la Corte Suprema por miembros adeptos al nuevo gobierno. Con respecto a 

Honduras, una pugna intrapartidista entre el presidente del Congreso y el Poder Ejecutivo 

dio lugar en 1985 a que la primera institución destituyera a todos los miembros de la 

Corte Suprema y nombrara a otros en su lugar, mientras que el Poder Ejecutivo apoyaba a 

los magistrados depuestos, dándose la situación insólita de la existencia simultánea de 

dos cortes supremas; el enfrentamiento se resolvió gracias a un acuerdo político según el 

cual se nombré a una tercera Corte Suprema. En Panamá, después del golpe de Estado 

militar de 1968, se llevó a cabo una depuración de los magistrados y jueces que no se 

sometieron al nuevo régimen. En Perú, el régimen militar de 1969 creó un Consejo 

Nacional de la Justicia (compuesto de militares) cuya principal atribución era la de 

nombrar a los jueces del país; en 1973, el Presidente Velasco le instó para que destituyera 

a la totalidad de la sala penal, por no estar de acuerdo con una de sus decisiones; bajo su 

mandato, la edad para la jubilación fue cambiada a menudo para permitir el 

nombramiento de nuevos jueces o la destitución de otros considerados inaceptables por el 

gobierno militar. Finalmente, en la República Dominicana, Trujillo exigía que cada 

miembro de la Corte Suprema le presentara, antes de tomar posesión del cargo, una carta 

de renuncia sin fecha
56

.  

 

     3. Finalmente, otros requisitos frecuentemente mencionados por la doctrina para el 

cargo judicial (nacionalidad, estar en el pleno goce de sus derechos civiles y políticos, 

posesión del titulo de abogado, edad mínima, cierta practica de la profesión legal o de la 

función judicial, ser de reconocida honorabilidad o buenas costumbres, tener domicilio en 

el municipio, prestar juramento de respetar la Constitución y las leyes y de desempeñar 

fielmente el cometido, y no incurrir en ciertas incapacidades, incompatibilidades o 

prohibiciones) no parecen relevantes con respecto al tema de la independencia judicial. 

 

     Las encuestas de opinión realizadas en diversos países indican en general una gran 

insatisfacción con respecto a los mecanismos de selección y nombramiento de los 

funcionarios judiciales. Los principales motivos aducidos por los entrevistados
57

 para 



justificar esta respuesta tan negativa son sobre todo la influencia política, el compadrazgo 

y las relaciones de amistad, que priman sobre los criterios más profesionales y menos 

arbitrarios, tales como la capacidad, la experiencia y la honestidad de los candidatos
58

. 

 

     C. Presupuesto y sueldos 

 

     Otra importante manifestación concreta de la independencia judicial se da cuando el 

Poder Judicial goza de autonomía en la determinación y administración de su 

presupuesto, así como cuando sus miembros, al recibir una remuneración adecuada por 

los servicios prestados, no están expuestos a tentaciones de corrupción y favoritismo, o a 

considerar el cargo judicial únicamente como una etapa para otros más lucrativos y 

atrayentes. 

 

     1. En relación con el presupuesto, ciertos países han intentado garantizarlo formal y 

solemnemente, mediante la inclusión en la Constitución de una disposición que asigna al 

Poder Judicial un determinado porcentaje del presupuesto nacional. Este porcentaje varía 

considerablemente, siendo del 6% en Costa Rica, del 3% en Honduras y del 2% en 

Guatemala, Panamá y Perú
59

; se trata de cifras relativamente altas si se tiene en cuenta, 

por ejemplo, que en los Estados Unidos todo el sistema penal recibe regularmente menos 

del 3% del presupuesto nacional, y de éste, sólo una tercera parte está destinado a 

tribunales, Ministerio Público y defensa pública
60

, que en el conjunto de los países de la 

Comunidad Europea dicho porcentaje varía entre un 4% y un 5%, y que en España es 

inferior al 1%
61

. 

 

     Otros países, tales como Bolivia, sólo indican en su texto constitucional que se 

asignará al Poder Judicial una partida anual fija y suficiente del presupuesto nacional
62

. 

Otros, finalmente, no han considerado oportuno incluir en la Constitución alguna cláusula 

al respecto. 

 

     La realidad indica, sin embargo, que los montos previstos constitucionalmente no se 

otorgan en su totalidad (en Costa Rica, por ejemplo, el promedio de las asignaciones es 

del 5% del presupuesto del país, y en Honduras del 1,4%), no se gastan completamente, 

son reducidos en forma sistemática (tal es el caso de la República Dominicana) y las 

mensualidades se pagan con importantes retrasos (Guatemala y Panamá). Finalmente en 

Honduras el Poder Judicial no participa en la elaboración de su presupuesto. 

 

     En la República Dominicana, donde la Constitución no prevé tal tipo de porcentaje, el 

presupuesto del Poder Judicial más elevado en los últimos años sólo represento un 0,6% 

del total del presupuesto nacional en 1984. En Colombia, el porcentaje del presupuesto 

general asignado a la Rama Jurisdiccional nunca ha sido superior al 396; en promedio, no 

ha alcanzado el 2,8% durante el período 1972-1987 y, desde 1983, ha venido 

disminuyendo hasta llegar a representar tan solo el 1,9% del presupuesto general de la 

nación en 1987
63

. En 1988, Bolivia y Ecuador sólo disponían del 0,9% y del 0,7%, 

respectivamente, del presupuesto nacional para la administración de justicia, en 

Venezuela, dicho porcentaje era en 1985 del 0,5%
64

. 

 



     Además, aunque en general la administración y ejecución del presupuesto otorgado 

corresponden a la Corte Suprema, esta debe someterse a los controles y procedimientos 

comunes de la administración pública. En Colombia, el presupuesto de la Rama 

Jurisdiccional es ejecutado por una entidad extraña a dicho organismo, el Fondo 

Rotatorio del Ministerio de Justicia, organismo centralizado y con personalidad jurídica 

propia
65

. En los países cuyas constituciones no prevén ningún tipo de porcentaje del 

presupuesto nacional para el Poder Judicial, éste no suele ser superior al 1% del total, y 

su administración no corresponde a dicho poder. 

 

     2. En cuanto a los sueldos, existen diferencias considerables entre los países, y la 

situación de los jueces inferiores es bastante precaria
66

. Si, como ya se ha señalado, una 

política de sueldos decorosos constituye una garantía contra las tentaciones de corrupción 

y, por consiguiente, una manifestación concreta de la independencia judicial, otra de 

remuneraciones excesivas puede significar el precio que la magistratura esta dispuesta a 

pagar por su docilidad ante el Poder Ejecutivo; el caso más notorio es el que, desde 1968, 

ha imperado en Panamá. 

 

     También conviene mencionar el impacto que sobre los sueldos del personal judicial 

tiene la inflación crónica de que padece América Latina
67

. 

 

     Quizás la mejor garantía con respecto a este punto sea, como ocurre en los Estados 

Unidos y en México, la inclusión en la norma constitucional de una disposición que 

prohiba la reducción de los sueldos de jueces y magistrados
68

. 

 

D. Presiones, amenazas, corrupción 

 

     Aunque, en lo funcional, el marco constitucional y legal de los países 

latinoamericanos asegura al Poder Judicial una independencia sin más restricciones que 

las legales en lo referente a la toma de decisiones de carácter jurisdiccional, esta se ve 

limitada en la practica por la posibilidad de diversos tipos de presiones y amenazas, por 

un lado y, por otro, por la existencia de corrupción en el aparato judicial. 

 

     1. Ya se han dado anteriormente numerosos ejemplos de las presiones de diversas 

especies que pueden ejercerse sobre las decisiones judiciales. La situación parece, 

además, preocupante si se tienen en cuenta los resultados de diversas encuestas de 

opinión según las cuales una proporción considerable de entrevistados consideran que los 

fallos judiciales son interferidos por presiones, lo cual pone en tela de juicio el principio 

de la independencia del Poder Judicial y constituye, por otra parte, un indicio de que las 

sentencias y otras resoluciones dictadas por sus miembros investidos de esta potestad 

pueden ser injustas. 

 

     El Cuadro 1 muestra, en relación con este punto, los resultados de las encuestas 

efectuadas en algunos países de América Central y el Caribe. En el puede observarse que 

la población, los abogados, los fiscales y los reos manifiestan una actitud más critica 

sobre el tema. En algunas regiones caracterizadas por la existencia de conflictos armados 

(tal es el caso de Guatemala), ya no es interferencia sino suplantación de funciones sobre 



muchos aspectos del gobierno civil y de conducción de la comunidad -entre las que se 

cuenta la impartición de justicia penal- por parte de los comandantes de base y del 

personal militar. En Venezuela, el 46% de los jueces del Estado Zulia reconocen la 

existencia de presiones sobre los funcionarios judiciales, procedentes de grupos políticos, 

económicos y de los medios de comunicación
69

. 

 

 

 

 

Cuadro 1 

 

Opinión sobre la existencia de presiones en loa fallos judiciales en algunos países 

centroamericanos y del Caribe (en porcentajes)* 

 

 

 Nacional Jueces Fiscales Abogados Reos 

Costa Rica 55 23 56 54 63 

Guatemala - 19 - 67 76 

Honduras 82 18 56 87 79 

Panamá 44 - - 34 - 

Rep.Dominicana - 27 35 69 - 

 

 

 

* Comprende las respuestas "totalmente" o "algo de acuerdo" con el enunciado, En el 

caso de Panamá, las categorías "siempre" y "casi siempre" en la encuesta nacional y 

"generalmente" en la de abogados. Nota: los porcentajes han sido redondeados. 

 

 

 

     2. El Poder Judicial queda asimismo privado de su independencia y autonomía cuando 

sus miembros son objeto de amenazas de muerte dirigidas contra ellos o sus familiares. 

Tradicionalmente, tales amenazas proceden de organismos oficiales (fuerzas armadas y 

de seguridad) o para oficiales (escuadrones de la muerte), así como de movimientos de 

guerrilla, y se manifiestan en épocas y países dominados por regímenes autoritarios, 

aunque recientemente se atribuyen en numerosos países a los narcotraficantes. 

 

     En Guatemala, por ejemplo, un factor importante que ha contribuido hasta 1985 a la 

inoperancia del sistema judicial en la investigación y castigo de los autores de violaciones 

de derechos humanos ha sido la intimidación y la represión ejercidas, no sólo contra los 

testigos de tales hechos y los abogados de las familias de las víctimas de ejecuciones 

extrajudiciales, torturas y “desapariciones", sino también contra los miembros de la 

magistratura
70

, muchos de los cuales han sido asesinados. En El Salvador, la situación es 

similar; uno de los casos más conocidos es el del juez Atilio Ramírez Amaya, encargado 

de la investigación del asesinato de Monseñor Romero, quien recibió amenazas de 

muerte, fue víctima de un intento de asesinato y tuvo que exiliarse
71

. En este mismo país, 



en 1984 se cree una unidad de protección judicial con la finalidad de asegurar la 

protección de los jueces y del jurado que habían de conocer del juicio implicando a 

miembros de la Guardia Nacional acusados del asesinato de cuatro religiosas 

norteamericanas, ocurrido en 1980; esta unidad sólo actuó en este caso, aunque ha habido 

proyectos para reactivar
72

. 

 

     Actualmente, es en Colombia donde el Poder Judicial afronta los problemas más 

graves en materia de seguridad física de sus miembros. Según el organismo ASONAL 

Judicial, 53 jueces y magistrados habían sido asesinados por los narcotraficantes hasta 

1987
73

, y otros estudios indican que un juez de cada cuatro (o sea, más de 900 jueces) ha 

manifestado que el mismo o algún familiar hablan sido amenazados en su integridad 

personal a causa de su función
74

. Esta situación de incertidumbre ha dado lugar a que los 

jueces colombianos decreten una huelga a mediados de 1989. 

 

     3. En cuanto a la corrupción, aunque se reconoce su existencia en todos los niveles 

gubernamentales y asimismo en el plano judicial, los datos empíricos son en general de 

carácter anecdótico y periodístico. 

 

     Sin embargo, las encuestas constituyen otra manera de demostrar su existencia y sus 

principales modalidades. Como puede observarse en el Cuadro 2, existe una opinión 

bastante generalizada acerca de la existencia de corrupción en el Poder Judicial de los 

países centroamericanos y caribeños ya citados. Tal apreciación es compartida incluso 

por los propios jueces. Se trata sobre todo de una corrupción de carácter económico, 

aunque en Honduras y en la República Dominicana también parece darse la influencia 

política, y en Costa Rica y Guatemala, las relaciones de amistad o de compadrazgo. En 

este último país, el fenómeno de la corrupción parece darse en mayor proporción en los 

tribunales inferiores, así como en el personal subalterno, mientras que en la República 

Dominicana se da sobre todo entre los jueces de primera instancia y de instrucción, 

seguidos por los jueces de paz y el personal subalterno. En Colombia, el 88% de los 

jueces entrevistador en 1986 opinaron que más de la mitad de los jueces del país se 

dejaban comprar
75

. 

 

 

 

 

 

Cuadro 2 

 

Opinión sobre la existencia de corrupción en el aparato judicial y sus principales 

modalidades en algunos países centroamericanos y del Caribe(en porcentajes) 

 

 

 

 

 

 



 Nacional Jueces Fiscales Abogados Reos 

Costa Rica      

a) existencia 52 47 56 61 - 

b) tipos:*      

   -soborno 30 28 51 26 68 

   -amistad 2 7 33 16 13 

      

Guatemala      

a) existencia - 51 - 84 78 

b) tipos:*      

 - económico** - 58 - 55 - 

 - compadrazgo - 7 - 5 - 

      

Honduras      

a) existencia 74 52 72 87 79 

b) tipos:*      

  - económico 58 51 57 48 70 

  - político 5 12 13 29 11 

      

Rep. Dom.      

a) existencia - 57 61 91 - 

b) tipo*      

  - soborno - 75 65 56 - 

  - político - 22 18 22 - 

 

 

* De los que contestaron afirmativamente. 

** Comprende cohecho y dádivas. 

Nota: los porcentajes han sido redondeados. 



 

 

 

E. ¿Juez “aséptico” o juez “político”? 

 

     Como se apuntó antes, en los sistemas romano-canónicos -y, por consiguiente, en 

América Latina-, se ha entendido tradicionalmente que el juez debe actuar en forma 

técnica y apolítica
76

, condiciones indispensables de sus necesarias imparcialidad e 

independencia; en este sentido se habla de juez "no vinculado"
77

 o "ideológicamente no 

contaminado"
78

, es decir, de un juez "aséptico". Esta exigencia, subyacente en otros 

aspectos de la organización y funcionamiento de tales sistemas jurídicos, aparece 

explícitamente en los requisitos previstos para la entrada en la profesión judicial, así 

como en lo que los franceses llaman “obligación de reserva”
79

. 

 

     Obviamente, como observan Zaffaroni y Larrandart refiriéndose a la realidad 

latinoamericana, no hay vocación de juez "aséptico”. El modelo generador de tal tipo de 

juez suele ser un sistema de administración de justicia que fomenta la formación de este 

perfil
80

. Además, ya se ha visto como la historia del continente contradice la existencia 

del juez "no vinculado", concepción que suele ser defendida por los sectores más 

ignorantes
81

, burocráticos e incluso antidemocráticos de la sociedad. 

 

     ¿En que consiste la forma específica que el juez tiene de ser “político”?
82

. Una 

primera forma concierne la función "clásica" del juez: la aplicación de la ley a casos 

concretos. En este sentido, y sin que haya necesidad de profundizar la hipótesis del 

carácter clasista de las normas legales, el aspecto político de su actividad reside en las 

opciones valorativas que el juez ha de ejercitar constantemente en el desempeño de esta 

tarea
83

. Las resoluciones judiciales no son, por tanto, operaciones exclusivamente lógico 

formales, neutrales u objetivas, sino que dependen y están condicionadas por los valores 

propios del que las dicta, por lo que la ley sólo puede representar "un punto de vista”
84

. 

 

     En segundo lugar, al estar el hombre condicionado por el mundo que le rodea, el juez 

es tributario de la sociedad en que vive, como persona e incluso como miembro de una 

clase social dada
85

. Históricamente, el juez europeo aparece primero ligado a la clase 

dominante y, después, a la clase media y burguesa
86

; con ello se dan las inevitables 

condiciones para que el juez refleje en sus decisiones los valores de su clase. 

 

     En los Estados Unidos de Norteamérica, el juez en nombrado generalmente después 

de cierto numero de años de practica profesional como abogado y haber militado en un 

partido político, asociaciones, sindicatos, etc. Se trata, pues, de una persona que ha 

adquirido cierta experiencia social y profesional antes de entrar en funciones. Una vez 

nombrado, suele permanecer en la reglan que conoce, lo cual favorece -en principio una 

mejor adecuación de su cometido a las necesidades del medio. En Francia o en España, el 

juez adquiere tal experiencia profesional en la Escuela Judicial, siendo su práctica 

humana y social mucho más reducida, por lo menos al principio de su carrera de 

magistrado
87

. En cierta manera, el juez latinoamericano se parece más al estadounidense 

que al europeo. 



 

     La administración de justicia es pues una instancia política, y el juez ejerce una 

función política
88

. Constituye, pues, una ilusión querer encerrar al juez en una visión 

puramente jurídica y neutral, desvinculada de las realidades políticas y sociales y de la 

complejidad de los problemas que en ellas se presentan y que el juez debe resolver
89

. 

Obviamente, lo anterior implica que ha de distinguirse entre política y partidismo. 

 

     Si la función "política" del juez queda así justificada, debe asimismo ser legitimada y 

controlada. 

 

      La legitimidad del Poder Judicial puede verse en un doble sentido: por un lado, en la 

medida en que tal poder cumple una función legitimadora del poder político, asegurando 

un control efectivo de la legalidad de las intervenciones de este último; por otro, en 

cuanto debe autolegitimarse en el ejercicio de su propia función de administrar justicia, 

que debe perseguir, además del objetivo general consistente en solucionar los conflictos 

que ante ella se presenten, el de respetar las garantías fundamentales de los ciudadanos en 

los planos procesal y formal
90

. 

 

     El Poder Judicial queda además legitimado, especialmente en aquellos países que, 

como los latinoamericanos, están en un proceso de transición hacia vías democráticas o 

de consolidación de estas, por su contribución a la restauración y afianzamiento de un 

Estado de Derecho. Como se ha demostrado en España, “el establecimiento de un 

régimen democrático se ha traducido en una potenciación de la Justicia"
91

, lo que la 

beneficia en el cumplimiento de sus funciones; asimismo, al consagrar en la Constitución 

el principio de la unidad jurisdiccional (con lo que quedan suprimidos los tribunales 

especiales), se propicia el surgimiento de una Justicia independiente y potente. Este 

proceso favorece finalmente un incremento de la cultura política de los jueces, como 

parece indicarlo el grado de interés general por la política que estos manifiestan (alta tasa 

de lecturas de las secciones políticas de los periódicos, mayor propensión a hablar de 

política, etc.), así como una mayor valoración de la democracia como forma de 

gobierno
92

. 

 

     En cuanto al control sobre el Poder Judicial, sus principales mecanismos, alcance y 

efectividad serán analizados en la sección III de este ensayo. 

 

II. LA INDEPENDENCIA INTERNA 

 

     La independencia interna en el aparato judicial supone, como ya se ha indicado, que 

los tribunales inferiores gozan de autonomía en sus decisiones jurisdiccionales con 

respecto a los de rango superior. Sin embargo, legalmente no constituye una violación a 

este principio la existencia de los recursos tradicionalmente previstos por la ley 

(apelación, revisión, casación y otros), a menos que sean utilizados en forma irregular. 

 

     El trabajo de campo y las encuestas a profundidad realizadas en algunos países de 

América Latina muestran, sin embargo, que, si bien existe una amplia autonomía en lo 

que se refiere a las decisiones judiciales propiamente dichas, asimismo se manifiesta el 



control y la preside que ejercen las cortes superiores sobre las instituciones dependientes 

de ellas con respecto a cualquier critica que pueda hacerse sobre los organismos 

judiciales de rango más elevado. 

 

     Asimismo existen ejemplos de cómo, en determinadas circunstancias, los tribunales 

superiores pueden abusar de su poder de supervisión por razones ideológicas; tal es el 

caso de la Corte Suprema de Chile, que ha paralizado numerosas tentativas de los 

tribunales inferiores orientadas a investigar y perseguir penalmente a los autores de 

violaciones de derechos humanos cometidas bajo el régimen de Pinochet
93

. 

 

     Una vez más, el problema de la independencia interna del juez se plantea sobre todo 

en los sistemas romano-canónicos europeos y en aquellos como los latinoamericanos-   

que, derivados de ellos y no poseyendo algunas de sus características, pretenden en forma 

acrítica tomarlos como modelo
94

. 

 

     En estos sistemas se presenta una situación ambigua: la existencia de un juez- 

funcionario de carrera, que debe asimismo ser independiente
95

. La organización judicial 

vigente en la mayoría de los países esta basada en la distribución de su personal en una 

serie de categorías jerárquicamente dependientes unas de otras. La llamada “carrera 

judicial", expresión usada con frecuencia aunque en sentido equívoco
96

, supone, entre 

otras cosas, que los jueces son nombrados y destituidos según criterios exclusivamente 

profesionales, y que pueden pasar de una categoría inferior a otra más elevada gracias a la 

aplicación de tales criterios. 

 

     Sin embargo, dos importantes inconvenientes ponen en tela de juicio la bondad de esta 

institución. El primero concierne el peligro de consagrar institucionalmente, en aras de la 

"profesionalización" de la magistratura, la elitización de la administración de justicia, 

mediante un sistema “cerrado" de ingreso y promoción, que podría convertirla en un ente 

socialmente desvinculado, en una agencia que se renueva en virtud de intereses 

profesionales y de 'cuerpo' propios, que no siempre son compatibles con los intereses 

populares, en cuyo nombre deben juzgar"
97

. El segundo está directamente relacionado 

con la noción de independencia; si, en el plano externo, la carrera judicial puede 

constituir un instrumento acertado para excluir parcialmente -difícilmente se conseguirá 

hacerlo en su totalidad- al poder político de la designación y promoción de los jueces, en 

el plano interno la “verticalización" de la administración de justicia
98

, es decir, la 

injerencia de los tribunales supremos (o superiores) tanto en el nombramiento y ascenso 

de los miembros de las jurisdicciones de inferior rango como en las decisiones de estos 

ultimes (mediante el ejercicio de los recursos) puede generar fácilmente una 

"gerontología" judicial y "un respeto servil por los criterios de los tribunales superiores, 

con grave detrimento de la independencia y creatividad de los jueces de primera 

instancia"
99

. 

 

     La moderna sociología de las organizaciones ha puesto de relieve que quienes ocupan 

dentro de ellas posiciones jerárquicamente más elevadas "se convierten inevitablemente 

en detentores de poderes reales de carácter informal, notablemente eficaces y difícilmente 

controlables"
100

. Por ello, tanto la organización jerárquica de los tribunales como la 



profesionalización de sus miembros son aspectos eminentemente cuestionables del 

sistema de justicia. 

 

III. EL CONTROL SOBRE EL PODER JUDICIAL 

 

     El análisis de la efectividad real del principio de separación de poderes ha permitido 

relativizar el alcance de la independencia judicial. Asimismo indica ciertos mecanismos 

del necesario control a que debe someterse cualquier forma de poder en una sociedad 

democrática. En este sentido, las atribuciones que en materia de organización y 

funcionamiento de los tribunales de justicia poseen tanto el Poder Legislativo como el 

Poder Ejecutivo constituyen modalidades de control sobre el Poder Judicial. Es obvio, sin 

embargo, que dichas modalidades representan al mismo tiempo el gran peligro de 

supeditar la acción de este a la voluntad de aquellos. Lo ya expuesto en materia de 

selección, nombramiento, promoción y destitución del personal de justicia, de 

presupuesto y de injerencias en los fallos judiciales muestra que, en numerosos países 

latinoamericanos, no se trata de una situación sin fundamento. 

 

     En el plano interno, son en general las Cortes Supremas las que ejercen el control 

principal sobre las jurisdicciones inferiores, sobre todo en lo relativo a la administración 

y a la disciplina. Costa Rica posee un Tribunal de la Inspección Judicial, aunque en 

último término la función disciplinaria la ejerce la Corte Plena. En Guatemala esta misión 

corresponde a una dependencia administrativa de la Presidencia del Organismo Judicial 

la Supervisión General de Tribunales, cuya organización es sin embargo precaria
101

. En 

Colombia, la función disciplinaria la ejerce el Tribunal Disciplinario, también llamado 

“Supercorte", compuesto por cuatro magistrados elegidos por el Congreso de ternas 

presentadas por el Presidente de la República, para períodos de 5 años
102

. En los países 

con un Consejo de la Judicatura, es esta institución la que ejerce la potestad 

disciplinaria
103

. Por otra parte, y bajo ciertas condiciones, los jueces pueden incurrir en 

responsabilidad civil o penal en el cometido de sus funciones. 

 

     La principal justificación del control sobre el Poder Judicial reside en la concepción 

que se tenga del sistema de justicia y de la propia sociedad. Una sociedad democrática se 

caracteriza, entre otras cosas, por la transparencia de las actividades de los organismos 

públicos y por la necesidad de explicarlas, discutirlas y hacerlas aceptar por la mayoría. 

Sobre todo cuando se trata de un sector como el de la administración de justicia que, 

siendo uno de los más relevantes para la vida social, ha constituido siempre una de las 

dimensiones más opacas del Estado
104

. 

 

     El tema de la transparencia está vinculado a diversos aspectos del sistema judicial, en 

especial al papel que el juez debe desempeñar y a su corolario: los requisitos exigidos 

para su nombramiento en el cargo. Si, como ya se ha indicado, el sistema judicial debe 

ser un sistema “abierto" hacia la sociedad, sus problemas y necesidades, si la función de 

administrar justicia es una función “política", la autonomía judicial queda protegida más 

eficazmente por la capacidad de la magistratura de someterse a la confrontación y a la 

sana critica de las demás instituciones y grupos sociales que por el silencio de los jueces 

y por las restricciones, prohibiciones e incapacidades de que estos funcionarios han sido 



objeto tradicionalmente; esto último no deberla tolerarse sino en la medida en que se 

pudiera demostrar que tales silencios e interdicciones son indispensables para un mejor 

cumplimiento de los objetivos del sistema de justicia. El sistema actual refleja una falta 

de confianza absoluta e injustificada, tanto en la conciencia profesional de los jueces, 

como en la capacidad del p6blico de apreciar la calidad del trabajo efectuado por ellos. 

También representa una posibilidad real de escapar a cualquier critica y control de las 

funciones judiciales y de quienes las ejecutan. 

 

     Una vez más, el sistema estadounidense ofrece un buen ejemplo de transparencia. 

Cuando tiene lugar el nombramiento de cualquier magistrado de la Corte Suprema y, 

sobre todo, de su Presidente, la propuesta del Presidente de la República, antes de ser 

aprobada por el Senado, es objeto de una investigación por parte del Colegio de 

Abogados (American Bar Association) y del FBI, siendo publicados sus resultados. 

Incluso antes de la aprobación del Senado cuyas audiencias son publicas y suscitan un 

gran interés, los medios de comunicación suelen efectuar sus propias investigaciones y 

presentar a la población un historial completo de los candidatos. Los ciudadanos, 

conocedores de las "reglas del juego" democrático, saben y aceptan que cada Presidente 

intenta nombrar a los candidatos que reflejan las opciones político-sociales propias de su 

partido; sin embargo, también son conscientes de que, una vez nombrados los 

magistrados, sólo ellos decidirán del enfoque a dar a sus decisiones
105

. 

 

     A este respecto, aunque el Poder Judicial suele quedar fuera del alcance directo de los 

mecanismos de expresión de la soberanía popular
106

, su principal instrumento deberla 

precisamente consistir en el sometimiento a su verdadero "juez natural": la opinión 

pública
107

. 

 

CONCLUSION 

 

     Al termino de este análisis, queda la impresión de que el tema merece un examen más 

amplio y profundo. Sin embargo, lo hasta ahora expuesto permite replantear el problema 

al menos en dos de sus principales aspectos: la determinación, por una parte, del 

significado exacto y del alcance del principio de la independencia judicial, y la indicación 

de las condiciones mínimas para su correcta aplicación en los sistemas de justicia 

latinoamericanos. 

 

     Se trata, ante todo, de un concepto complejo; con evidentes connotaciones políticas, a 

menudo mal interpretado y aplicado, y de gran importancia para un sistema judicial 

democrático
108

. Aunque no haya en este campo ningún modelo ideal, y pese a que los 

países del área se caracterizan en general por el poco respeto que hacia el manifiestan en 

el plano concreto, existen algunos parámetros para vertebrarlo. Los principales se 

articulan alrededor de las nociones, a menudo interrelacionadas, de separación de 

poderes, inamovilidad, jerarquía y control, y tienen como base el objetivo fundamental de 

la administración de justicia en una sociedad democrática, el cual consiste en resolver los 

conflictos sociales en forma justa, eficiente e imparcial; esta ultima característica debe 

quedar garantizada en principio por la separación de poderes y por el sometimiento de 

estos y de toda la comunidad a la ley. 



 

 

 

     La separación de poderes es un supuesto que nunca ha tenido ni tiene actualmente una 

efectividad real, siendo sin embargo un principio necesario para evitar, gracias al control 

mutuo que entre ellos ejercen los diferentes poderes del Estado, que uno de ellos domine 

a los demás. Si se tiene en cuenta la historia de América Latina, este división y control 

mutuo se imponen, en particular en lo referente a selección, nombramiento, promoción y 

destitución del personal de justicia y a la determinación y asignación de un presupuesto 

adecuado para el Poder Judicial. Debido a las características propias de los sistemas 

latinoamericanos, debe acordarse una atención especial a la designación de los 

magistrados de las Cortes Supremas. 

 

     La inamovilidad en el cargo, combinada con la existencia de una carrera judicial, 

garantiza a la vez la independencia externa e interna de los jueces y su profesionalismo. 

Aunque informalmente se dé en algunos países, debe procurarse su implantas 6n efectiva 

en toda América Latina. Conviene, sin embargo, evitar el peligro de un sistema de 

designación "cerrador, que reduzca la legitimidad del Poder Judicial y le convierta en una 

"corporación" atenta únicamente a la defensa de sus propios intereses, pero aislada 

socialmente; la administración de justicia sólo tiene razón de ser si se la concibe como 

una instancia al servicio de los ciudadanos. 

 

     Para asegurar un sistema satisfactorio de nombramiento así como la inamovilidad de 

los jueces y, por consiguiente, su independencia, la instauración de un Consejo de la 

Magistratura, existente en diversos países del arca, puede constituir una fórmula 

adecuada, a condición sin embargo que se evite el inconveniente, antes mencionado, de la 

formación de una elite profesional despegada de la realidad social y que se asegure una 

adecuada selección de sus miembros. Actualmente, quizás el mejor modelo sea el 

italiano, debido al método pluralista seguido para la designación de sus componentes. 

 

     La tradicional existencia de una jerarquía en el Poder Judicial perpetuara 

"verticalización" del sistema y la dependencia de parte del personal judicial. Aunque 

parezca imprescindible, debería pensarse en su atenuación y en la asignación de amplias 

responsabilidades a los jueces de los tribunales inferiores (juzgados de paz y 

municipales). En América Latina, algunos de estos ultimes, aun sin tener una adecuada 

formación academice, cumplen a menudo en forma socialmente satisfactoria sus 

funciones jurisdiccionales, posiblemente debido a que se encuentran más cerca e incluso 

proceden del medio donde actúan. 

 

     Finalmente, el control sobre el Poder Judicial, sobre todo el ejercido en forma 

responsable por la comunidad, es una necesidad en una sociedad democrática. 

 

      Pero quizás en América Latina lo más urgente e importante sea proceder a cambios 

profundos en las mentalidades. Sin ellos difícilmente podré realizarse la reforma del 

sistema de justicia. La fuerza de la tradición y de los intereses creados, la escasa o nula 

experiencia democrática, el carácter fundamentalmente dogmatice prevaleciente en el 



sistema judicial del arca, la relativamente pobre formación academice de sus miembros, e 

incluso la pertenencia en los planos cultural y filosófico a la familia jurídica europea-

continental constituyen obstáculos de talla para la realización de tales cambios. 

 

     El actual momento histérico -abandono progresivo de regímenes autoritarios, 

esfuerzos combinados para encontrar vías propias de desarrollo e identificación, 

existencia de estudios globales sobre los sistemas de administración de justicia, mayor 

sensibilidad hacia estos favorece, sin embargo, la búsqueda de objetivos y mecanismos 

que hagan posible la instauración y afianzamiento de un sistema de justicia 

independiente, imparcial, transparente y adaptado las necesidades y realidades socia 

les del continente. 
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